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DEBIDO PROCESO Y ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA/ Vulneración por superarse el plazo razonable para surtir la indagación preliminar/ Negligencia de la Fiscalía en extravío de expediente
“(…) está claro que la indagación preliminar por la supuesta ocurrencia del injusto penal de homicidio culposo lleva ya un poco más de cuatro años, sin que a la fecha se tenga resultado alguno, es más de las respuestas dadas por los accionados se concluye fácilmente que según parece, la carpeta correspondiente a ese asunto se extravió hace varios años y hasta la fecha de interposición de la tutela no se habían percatado de ello, puesto que a excepción de la actual Fiscal que lleva el caso, a ninguno de sus antecesores, que tuvieron asignada dicha indagación, les pareció extraño que un expediente llevara tantos años en el Instituto de Medicina Legal a la espera de que se absolviera un cuestionario; situación que, contrario a lo señalado por el señor Director Seccional de Fiscalías, si se puede considerar como negligencia del ente acusador, puesto que por más normal que sea que la práctica de una prueba como la pedida a Medicina Legal se tarde unos meses en ser devuelta a la Fiscalía, no es concebible que ello se siga presumiendo después de más de dos años, especialmente cuando en ese lapso de tiempo no se avizora que se hubiese conminado o tratado de averiguar con ese instituto el porqué de esa demora, a sabiendas de los derechos de petición que presentara el actor preguntando por ese tema. 

(…) situación que raya tajantemente con la garantía de la aplicación de plazos razonables en las actuaciones judiciales, que hace parte del núcleo esencial tanto del derecho al debido proceso como del acceso a la administración de justicia.” 

Citas: Corte Constitucional, sentencias T-01 de 1992, T-458 de 1994, C-1177 de 2005, T-346 de 2007 y C-331 de 2012; Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, providencia de 20 de noviembre de 2009 -rad. 44768-. 
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ASUNTO
Resuelve la Sala, sobre la acción de tutela promovida por el representante judicial de la señora MARÍA GLADYS GONZÁLEZ DE ARENAS, contra el DIRECCIÓN SECCIONAL DE FISCALÍAS Y LA FISCALÍA PRIMERA SECCIONAL DE PEREIRA, por la presunta vulneración de su derecho fundamental de petición. 
ANTECEDENTES

Relata el libelista que en el año 2011 el esposo de su representada fue sometido a una cirugía de revascularización en la Clínica Comfamiliar Risaralda, en dicho procedimiento por una negligencia médica le dejaron un cuerpo extraño, bola de algodón, en la cavidad torácica; de esa situación no se enteraron inmediatamente sino tiempo después ya que él comenzó a presentar tos persistente y problemas para respirar, razón por la cual después de varios estudios se concluyó que tenía tal objeto, lo que implicó que debió ser intervenido nuevamente a fin de poder retirar el objeto, el cual se determinó era un textiloma, esto es, una masa compuesta por algodón y fibrosis que la rodean, la cual se ubicaba en el mediastino con ascenso pleural, lo que le ocasionó serías lesiones y el detrimento de su estado de salud. Teniendo en cuenta esa situación, el 5 de diciembre de 2011 presentaron denuncia penal en contra de los galenos que le realizaron la primera cirugía, por el delito de lesiones personales culposas. 
El 2 de enero de 2012 el señor Arenas, esposo de la accionante, falleció en la unidad de cuidados intensivos de la Clínica Comfamiliar, como consecuencia de las lesiones que le ocasionara el textiloma. Así las cosas, en el mes de febrero de ese año la investigación penal iniciada en el mes de diciembre del año 2011, cambió de Fiscalía, siendo asumido el conocimiento de la denuncia, por la Fiscalía 16 Seccional de Pereira habida cuenta de que ya no se trataba de unas lesiones sino de un homicidio culposo. 

Indica el libelista, que para el mes de junio de 2012 la investigación de la muerte del señor Roberto Arenas, cambia de despacho y pasa a la Fiscalía 38 Seccional de Pereira, en donde se radica bajo el número 2011-06332. Un año después, dicho despacho remitió el expediente al Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses a fin de que allí se absolviera un interrogatorio sobre la patología realizada por el Dr. José Cardona Daza, la constancia médica expedida por el Dr. William Arciniegas y el concepto médico del Dr. Jaime Alberto Echeverry Franco.
En el año 2014 se le solicita a la Fiscalía 38 Seccional informar si Medicina Legal ya había absuelto el interrogatorio, frente a ello ese Despacho en respuesta del 11 de julio de 2014, informó que el expediente aún se encontraba en Medicina Legal, respuesta que fue reiterada el 14 de noviembre de 2014.

El conocimiento de la actuación nuevamente cambia de Fiscalía, correspondiéndole ahora a la Primera Seccional, quien el 22 de septiembre de 2015 como respuesta a una solicitud que le hiciera el Juzgado Primero Civil del Circuito local para la remisión de los informes de medicina legal dentro de la investigación penal arriba mencionada, informa que no es posible hacer tal cosa ya que el proceso se encontraba, todavía, en medicina legal pendiente de un dictamen. 
Con base en las respuestas brindadas por la Fiscalía, informa el abogado accionante, que el 16 de febrero del año que transcurre le envió derecho de petición al Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses, solicitándole informar sobre el trámite dado a la solicitud que les realizara la Fiscalía desde el 23 de noviembre del año 2013 en relación con el caso del fallecido señor Roberto Arenas Mejía. Dos días después la entidad respondió indicando que el único ingreso que se tiene de ese proceso se registró el 14 de marzo de 2012.
El mismo 16 de febrero de este año, se entregó derecho de petición en la Fiscalía Primera Seccional de Pereira, por medio del cual se le pide informar sobre el trámite dado a la investigación, especialmente en lo que respecta a la solicitud que se realizara desde el 26 de noviembre de 2012.  Sin que hasta el momento se tenga respuesta alguna. 

Con base en lo narrado, considera el representante legal de la actora que tanto a ella como a su familia se les están vulnerando sus derechos fundamentales de petición, igualdad, debido proceso, a la justicia y a conocer la verdad, ya que han transcurrido más de 4 años desde que se interpuso la denuncia penal y hasta la fecha el proceso sigue en etapa de indagación, sin que se haya podido tener acceso a él. 
LO QUE SE SOLICITA.

Con base en la anterior información solicita el accionante que se tutelen sus derechos fundamentales y en consecuencia se le ordene a la Dirección Seccional de Fiscalías que de manera directa conmine a la Fiscalía Primera Seccional de Pereira dar respuesta al derecho de petición que se le presentara el 16 de febrero de este año. Además iniciar de manera inmediata la búsqueda exhaustiva del expediente, debiendo informar sus resultados dentro de los cinco días siguientes, y disponiendo la apertura de las acciones disciplinarias y penales a que haya lugar contra los funcionarios de esa entidad.
Aunado a lo anterior, solicita el libelista que se le ordene  a la accionada establecer un programa metodológico que impida que la denuncia interpuesta quede en la impunidad como consecuencia de la prescripción de la acción penal, teniendo en cuanta las hipótesis y solicitudes presentadas por los denunciantes, especialmente en lo que respecta a las actuaciones de los profesionales de la salud que atendieron al paciente en la Clínica Comfamiliar en la cirugía inicial; permitiéndosele a la familia del occiso el acceso a las carpetas o expediente sin más requerimientos que demostrar su legitimación y derecho de postulación, sin necesidad de la presentación de largos y garrafales derechos de petición.     
TRÁMITE PROCESAL
La presente acción fue entregada en este Despacho el 31 de marzo de 2016, fecha en la cual se avocó conocimiento de la acción, ordenándose vincular a las Fiscalías 16 y 38 Seccional local y al Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses Seccional Risaralda, debido a que las decisiones adoptadas en el proceso podrían afectar sus derechos; se ordenó así mismo notificar y correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a los accionados para que se pronunciaran sobre los hechos materia de tutela. Posteriormente y ante la respuesta brindada por la Fiscalía Primera Seccional se dispuso la vinculación de la Dra. María del Carmen Rodríguez Ramírez, actual fiscal 9 seccional. 
RESPUESTA DE LOS ACCIONADOS
Fiscalía Primera Seccional de Pereira:
Informa la encargada de ese Despacho que el derecho de petición que presentara el Dr. Buitrago Duque le fue contestado mediante oficio del 31 de marzo de 2016 y entregado en la oficina de ese togado ese mismo día. En tal respuesta se le explicaron las razones por las cuales no era posible suministrarle la información por él requerida. Aunado a lo anterior, informa la señora Fiscal Primera Seccional, que ella en ningún momento recibió físicamente el expediente del proceso al cual hace alusión el accionante, por cuanto la orden que se les dio con el proceso de reestructuración era que pasaran los listados de procesos que se debían entregar a otras Fiscalías, y ese concretamente fue incluido en la lista por la Fiscalía 38 Seccional con la anotación de que se encontraba en medicina legal. Sobre tal asunto se le preguntó a quien fungiera como titular de la Fiscalía 38 Seccional, pero ella insiste en asegurar que ese expediente seguía en medicina legal. 

Hace saber que ante esa situación, se le solicitó información al Instituto de Medicina Legal, quien informó que ese expediente concretamente solo tuvo una entrada allí en el año 2012 siendo devuelto porque el instituto no contaba con los especialistas para responder lo solicitado, posterior a eso no se tiene registro de ninguna otra entrada, Así  las cosas, hace saber, que le solicitó a la anterior fiscal 38 seccional hacer la entrega física de ese expediente al Despacho sin que a la fecha se haya pronunciado. Por ende, dice la señora fiscal, que le solicitara al Director Seccional de Fiscalía que reasigne ese caso al Despacho que lo tenía con anterioridad a la reestructuración, para que allí se gestione su búsqueda o reconstrucción,  toda vez que fueron los empleados de esa fiscalía quienes lo tuvieron físicamente y por ende deben dar razón de lo que sucedió con él. 
Fiscalía 16 Seccional de Pereira: 

Informa que efectivamente a ese Despacho le correspondió la indagación identificada con el número 66001-60-00-036-2011-06332, la que le fuera asignada el 30 de enero de 2012, razón por la cual el 8 de febrero de ese mismo año se suscribió la respectiva orden de policía judicial; sin embargo, el 17 de mayo de 2012 esa carpeta fue remitida a otro despacho de la misma unidad, la cual de acuerdo al registro del SPOA, quedó en poder de la Fiscalía 38 Seccional de Pereira.
Dirección Seccional de Fiscalías: 

Informa el señor Director de esa entidad que frente al derecho de petición al que hace alusión el libelista, el mismo fue contestado el 31 de marzo del año que avanza, por parte de la Fiscal Primera Seccional de Pereira. Frente a los demás derechos invocados, considera que los mismos no han sido vulnerados por cuanto mientras las diligencias han estado en el Despacho instructor al apoderado se le han dado las respuestas oportunas a sus requerimientos. 
Por otra parte informa que no tenía conocimiento de lo que estaba sucediendo con el asunto materia de tutela, que solo se vino a enterar con ocasión de la notificación que se le hiciera de esta, razón por la cual se dispuso a indagar en todos los despachos que tuvieron el asunto encontrando en cada uno de ellos la misma respuesta, que ese expediente estaba en medicina legal con el fin de resolver un cuestionario presentado por el representante de las víctimas, sin que exista copia de la constancia de remisión, pues solo se tiene una planilla del 29 de noviembre de 2013 en la cual se relacionan varías comunicaciones dirigidas a ese instituto. Así las cosas, se dispuso hacer la búsqueda con medicina legal para saber con esas planillas qué fue lo que se les remitió, sin tener aun respuesta positiva. 
Aunado a ello afirma que si bien es cierto la investigación de este asunto ha estado inactiva por mucho tiempo, ello no ha sido por negligencia del fiscal del caso, ya que a su entender la carpeta se encontraba en Medicina Legal a la espera de ser resuelto un interrogatorio que se requería dentro del asunto, sin que el tiempo transcurrido fuera señal de alarma, por cuanto en casos como ese, la prueba solicitada puede tardar mucho dada la excesiva carga laboral que tiene el instituto.

Finalmente asegura que en caso de no poder ser ubicada la carpeta del proceso esa Dirección dará instrucciones para que la misma sea reconstruida de manera inmediata, al tiempo que se le solicitara a la señora Fiscal Primera Seccional imprimirle celeridad y tomar la decisión que en derecho corresponda a efectos de evitar la prescripción de la acción penal. 

Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses:

Después de hacer un recuento de los hechos materia de tutela, hace saber que teniendo en cuanta los mismos se solicitó hacer una revisión en la base de datos de correspondencia de esa entidad, respecto a peticiones que de las Fiscalías Seccionales 16, 38 y 1 se tuvieran en relación con el proceso en donde aparece como víctima el señor Roberto Arenas Mejía, encontrándose que nada más tiene dos registros, uno que registra como fecha de ingreso al sistema el 14 de marzo de 2012 a las 9:39 de la mañana, esto es el oficio 082 proveniente de la Fiscalía 16 Seccional de Pereira; este se resolvió mediante oficio No. DSR-GCFO-203-2012 del 8 de junio de 2012. El segundo es el relacionado con el derecho de petición que hiciera el abogado accionante y que ya le fuera resuelta. 

De acuerdo a lo anterior, considera que no está vulnerando derecho alguno de los reclamados por el actor y en razón de ello solicita su desvinculación de la presente acción.   
CONSIDERACIONES
1. Competencia:

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1 del Decreto 1382 de 2000.
2. Problema jurídico planteado:

En el presente asunto, le corresponde a la Sala determinar si existe o no vulneración de los derechos fundamentales de la parte accionante al no brindársele una razón clara sobre la investigación penal que se sigue por la muerte del señor Roberto Arenas Mejía. 
3. Solución: 
La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1 del Decreto 1382 de 2000.

El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, específico y directo tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación o cuando se reclamen de manera concreta y específica, no obstante, en su formulación concurran otras hipótesis de reclamo de protección judicial de derechos de diversa naturaleza y categoría, caso en el cual prevalece la solicitud de tutela del derecho constitucional fundamental y así debe proveer el Juez para lograr los fines que establece la Carta Política.

Es pertinente recordar, como lo consigna la línea jurisprudencial, que la acción constitucional objeto de estudio tiene un propósito claro, definido, estricto y específico, que le es propio como lo determina el artículo 86 de la Carta Política, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
.

“La acción de tutela ha sido concebida únicamente para dar solución eficiente a situaciones de hecho creadas por actos u omisiones que implican la trasgresión o la amenaza de un derecho fundamental, respecto de las cuales el sistema jurídico no tiene previsto otro mecanismo susceptible de ser invocado ante los jueces a objeto de lograr la protección del derecho; es decir, tiene cabida dentro del ordenamiento constitucional para dar respuesta eficiente y oportuna a circunstancias en que, por carencia de previsiones normativas específicas, el afectado queda sujeto, de no ser por la tutela, a una clara indefensión frente a los actos u omisiones de quien lesiona su derecho fundamental. De allí que, como lo señala el artículo 86 de la Constitución, tal acción no sea procedente cuando exista un medio judicial apto para la defensa del derecho transgredido o amenazado, a menos que se la utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

“Así entonces, la tutela no es un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto. Tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es la de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas la plena protección de sus derechos esenciales
.

“Es criterio reiterado de esta Corporación, que en materia de amparo judicial de los derechos fundamentales, la acción de tutela es el último mecanismo judicial para la defensa de esos derechos, al que puede acudir el afectado por su violación o amenaza sólo después de ejercer infructuosamente todos los medios de defensa judicial ordinarios, o ante la inexistencia de los mismos”
.
La protección constitucional consiste en una decisión de inmediato cumplimiento para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces, la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce. 
Concretamente lo indicado por el libelista, está dirigido a que por este mecanismo excepcional y expedito se le ordene a la Dirección Seccional de Fiscalías y a la Fiscalía 1 Seccional de Pereira, explicarle qué paso con el expediente de la denuncia penal que interpusiera él, en nombre de la señora María Gladys González Arenas y su familia, por la muerte de su esposo el señor Roberto Arenas Mejía. 
Atendiendo a lo hasta aquí dicho, más allá del derecho de petición que inicialmente alega el libelista como vulnerado, encuentra la Sala que lo que realmente se evidencia como vulnerado es el derecho al debido proceso y acceso a la administración de justicia.
Sobre el derecho al acceso a la administración de justicia: 

El artículo 229 de la Constitución Política establece el derecho que tienen todas las personas residentes en Colombia de acceder en condiciones de igualdad a la administración de justicia (órganos de investigación, jueces y tribunales), bien sea para reclamar la protección y restablecimiento de sus derechos o para buscar la integridad del orden jurídico nacional. Ahora bien, la activación de ese aparato judicial, implica que los trámites y procesos se lleven con estricta sujeción a los procedimientos previamente establecidos y según las normas de derecho aplicables al caso en concreto por ello la Corte Suprema de Justicia en Sala de Casación Penal-Tutela en indicó al respecto: “Administrar justicia es entonces, una actividad reglada y garantizadora que se desarrolla por etapas entrelazadas o unidas por un objetivo común, el de obtener la aplicación del derecho positivo a un caso concreto sometido a la actividad jurisdiccional del Estado.”
  

Por otra parte la máxima guardiana de la Constitución ha dicho:

“Ahora bien, conforme a la jurisprudencia de esta Corporación, el derecho a acceder a la justicia tiene una significación múltiple y compleja. De manera reiterada, ha sostenido esta Corte, que el derecho a acceder a la justicia es un pilar fundamental del Estado Social de Derecho y un derecho fundamental de aplicación inmediata, que forma parte del núcleo esencial del debido proceso.
 
En cuanto a lo primero, el derecho a acceder a la justicia contribuye de manera decidida a la realización material de los fines esenciales e inmediatos del Estado tales como los de garantizar un orden político, económico y social justo, promover la convivencia pacífica, velar por el respeto a la legalidad y a la dignidad humana y asegurar la protección de los asociados en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades públicas.
 
En cuanto a lo segundo, atendiendo a su importancia política, la jurisprudencia constitucional le ha reconocido al acceso a la administración de justicia el carácter de derecho fundamental de aplicación inmediata, integrándolo a su vez con el núcleo esencial del derecho al debido proceso, y relacionándolo con otros valores constitucionales como la dignidad, la igualdad y la libertad. Por virtud de tal vinculación, el acceso a la administración de justicia adquiere un amplio y complejo marco jurídico de aplicación que compromete los siguientes ámbitos:  (i) el derecho a que subsistan en el orden jurídico una gama amplia y suficiente de mecanismos judiciales -acciones y recursos- para la efectiva resolución de los conflictos; (ii) el derecho de acción o de promoción de la actividad jurisdiccional, el cual se concreta en la posibilidad que tiene todo sujeto de ser parte en un proceso y de utilizar los instrumentos que allí se proporcionan para plantear sus pretensiones al Estado, sea en defensa del orden jurídico o de sus intereses particulares; (iii) el derecho a que la promoción de la actividad jurisdiccional concluya con una decisión de fondo en torno a las pretensiones que han sido planteadas, y que ella se produzca dentro de un plazo razonables; (iv) el derecho a que existan procedimientos adecuados, idóneos y efectivos para la definición de las pretensiones y excepciones debatidas; (iv) el derecho a que los procesos se desarrollen en un término razonable, sin dilaciones injustificadas y con observancia de las garantías propias del debido proceso.

Este derecho se garantiza también mediante la posibilidad de presentar denuncias en materia penal, respecto de lo cual ha dicho la Corte que: “Las autoridades públicas no pueden poner trabas injustificadas a la persona que desea interponer una denuncia penal con el fin de que sea investigada la ocurrencia de un delito”. Se vulnera el derecho al debido proceso y de acceso a la administración de justicia, cuando se incurre en una dilación injustificada para recibir una denuncia penal, o se hacen exigencias formales que el denunciante no se encuentra en condiciones personales de cumplir, las cuales sacrifican la efectividad del derecho de acceso a la justicia penal.”

Así las cosas, el derecho al acceso a la administración de justicia se configura en una manifestación más del derecho fundamental al debido proceso, el cual como ya se vio no solo se predica en cabeza de la persona contra quien se está adelantando una investigación o un proceso penal o administrativo, sino también que es titular de éste quien activa el aparato estatal para reclamar protección para sus derechos o los de la comunidad. 

Sobre el debido proceso:

Establece el artículo 29 constitucional que el debido proceso se debe aplicar a todas las actuaciones tanto judiciales como administrativas que se lleven contra una persona, con el fin de garantizar la salvaguarda de sus derechos y que no se presente un abuso de funciones por parte de las autoridades, por ello la Corte Constitucional en sentencia T-458 de 1994 lo definió así:

“el debido proceso es el conjunto de garantías que buscan asegurar al ciudadano que ha acudido al proceso, una recta y cumplida administración de justicia y la debida fundamentación de las relaciones judiciales, mediante el acatamiento del principio de juridicidad propio del Estado de derecho, y que excluye, por consiguiente, cualquier acción contra legem o praeter legem. En consecuencia, el debido proceso es un derecho fundamental, susceptible de ser protegido por medio de la acción de tutela, ya que las actuaciones de los servidores públicos que solo obedezcan a motivaciones internas, desconocen la primacía de los derechos inalienables de la persona, la protección constitucional de los derechos fundamentales y la prevalencia del derecho sustancial”

Y posteriormente la misma Corporación dijo:

“5.2 La jurisprudencia de esta Corporación también se ha pronunciado de manera pacífica y consolidada acerca del contenido, elementos y características del derecho al debido proceso, el cual es considerado uno de los pilares fundamentales del Estado Social y constitucional de Derecho. Entre los elementos más importantes del debido proceso, esta Corte ha destacado: (i) la garantía de acceso libre y en igualdad de condiciones a la justicia, con el fin de lograr una pronta resolución judicial; (ii) la garantía de juez natural; (iii) las garantías inherentes a la legítima defensa; (iv) la determinación y aplicación de trámites y plazos razonables; (v) la garantía de imparcialidad; entre otras garantías.”
 

Del caso concreto: 

De acuerdo a lo acontecido dentro del presente asunto está claro que el derecho de petición que el Dr. Buitrago Duque reclamaba como vulnerado por parte de la Fiscal Primera Seccional de Pereira, fue contestado el mismo día de admisión de esta tutela, por ende no se puede predicar que en cabeza de dicha funcionaria exista vulneración alguna a esa prerrogativa constitucional.
Ahora bien, en lo que respecta a los demás derechos invocados, especialmente al debido proceso y acceso a la administración de justicia encuentra esta Sala que para determinar si los mismos se evidencian vulnerados es necesario recordar que el objeto de esta tutela versa sobre una investigación penal que desde el mes de diciembre de 2011 inició la Fiscalía General de la Nación en contra de unos profesionales de la salud por su presunta negligencia en un procedimiento médico que le realizaran al señor Roberto Arenas Mejía, persona que aparentemente luego, en el mes de enero de 2012, falleció a raíz de eso. 

Por lo evidenciado en el devenir de esta acción constitucional, está claro que la indagación preliminar por la supuesta ocurrencia del injusto penal de homicidio culposo lleva ya un poco más de cuatro años, sin que a la fecha se tenga resultado alguno, es más de las respuestas dadas por los accionados se concluye fácilmente que según parece, la carpeta correspondiente a ese asunto se extravió hace varios años y hasta la fecha de interposición de la tutela no se habían percatado de ello, puesto que a excepción de la actual Fiscal que lleva el caso, a ninguno de sus antecesores, que tuvieron asignada dicha indagación, les pareció extraño que un expediente llevara tantos años en el Instituto de Medicina Legal a la espera de que se absolviera un cuestionario; situación que, contrario a lo señalado por el señor Director Seccional de Fiscalías, si se puede considerar como negligencia del ente acusador, puesto que por más normal que sea que la práctica de una prueba como la pedida a Medicina Legal se tarde unos meses en ser devuelta a la Fiscalía, no es concebible que ello se siga presumiendo después de más de dos años, especialmente cuando en ese lapso de tiempo no se avizora que se hubiese conminado o tratado de averiguar con ese instituto el porqué de esa demora, a sabiendas de los derechos de petición que presentara el actor preguntando por ese tema. 
En ese orden de ideas, está claro que dentro del presente caso sí se presenta una vulneración de las prerrogativas constitucionales de la parte denunciante, que lleva, como ya se ha indicado, años a la espera de los resultados de una prueba que al parecer jamás se practicó, situación que raya tajantemente con la garantía de la aplicación de plazos razonables en las actuaciones judiciales, que hace parte del núcleo esencial tanto del derecho al debido proceso como del acceso a la administración de justicia. 
De acuerdo a todo lo dicho hasta aquí, encuentra este Juez Colegiado que se hace evidente la necesidad de proceder a brindarle protección a los derechos fundamentales al debido proceso y acceso a la administración de justicia reclamados por el representante legal de la señora María Gladys González de Arenas, los cuales se están viendo afectados, de acuerdo a lo ya dicho; así las cosas, se le ordenará al Director Seccional de Fiscalías que con base en toda la búsqueda que se ha realizado hasta el momento, determine si el expediente identificado con el radicado No 66001-60-00-036-2011-06332, se ha extraviado o no, para que con ello ordene a quien corresponda, bien sea a la Fiscal Primera Seccional de Pereira que tiene asignado actualmente el caso, o al Fiscal 38 Seccional de Pereira que lo tuvo anteriormente, para que se reconstruya el expediente y establezca un plan metodológico claro, coherente y célere con el delito denunciado, que permita una pronta obtención de evidencia física y elementos materiales probatorios necesarios para con ello establecer si tal asunto se debe o no llevar a conocimiento de la justicia ordinaria penal, para tal cosa se le concederá el improrrogable término de cinco días contados a partir de la notificación de la presente decisión; situación sobre la cual deberá informarle de manera oportuna a la parte accionante. 
Finalmente, se desvinculará de este asunto al Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses toda vez que no ha vulnerado derechos fundamentales de la parte actora. Además de ello, se conminará al Dr. Jesús Alberto Buitrago Duque, representante judicial de la accionante, para que de ser necesario, le preste toda la colaboración a la Fiscalía en la reconstrucción de la carpeta de la investigación. 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,
RESUELVE:

PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales al debido proceso y acceso a la administración de justicia de la señora MARÍA GLADYS GONZÁLEZ DE ARENAS, conforme lo manifestado en la parte motiva de la presente providencia. 
SEGUNDO: En consecuencia se le ORDENA al DIRECTOR SECCIONAL DE FISCALÍAS, si aún no lo ha hecho, que determine si el expediente identificado con el radicado No 66001-60-00-036-2011-06332 donde aparece como víctima el señor Roberto Arenas Mejía, se ha extraviado o no, para que con ello ordene a quien corresponda, la reconstrucción del mismo y se establezca un plan metodológico claro, coherente y célere con el delito denunciado, que permita una pronta obtención de la evidencia física y los elementos materiales probatorios necesarios para los fines subsiguientes, de acuerdo a lo dicho en la parte motiva de esta decisión. Para tal cosa se le concederá el improrrogable término de cinco (5) días contados a partir de la notificación de la presente decisión; situación sobre la cual deberá informarle de manera oportuna a la parte accionante.
TERCERO: DESVINCULAR de este asunto al INSTITUTO DE MEDICINA LEGAL Y CIENCIAS FORENSES toda vez que no ha vulnerado derechos fundamentales de la parte actora.
CUARTO: INSTAR al Dr. Jesús Alberto Buitrago Duque, representante judicial de la accionante, para que de ser necesario, le preste toda la colaboración a la Fiscalía en la reconstrucción de la carpeta de la investigación penal objeto de esta decisión. 
QUINTO: SE ORDENA NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, y en caso de no ser objeto de recurso REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Magistrado
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
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